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Procedimiento nº.:  E/00648/2015

ASUNTO: Recurso de Reposición Nº RR/00927/2015

Examinado el recurso de reposición interpuesto por A.A.A. contra la resolución 
dictada por la Directora de la Agencia Española de Protección de Datos en el expediente 
de actuaciones previas de inspección E/00648/2015, y con base en los siguientes

HECHOS

PRIMERO: Con fecha 30 de octubre de 2015, se dictó resolución por la Directora de la 
Agencia Española de Protección de Datos en el expediente de actuaciones previas de 
inspección  E/00648/2015,  procediéndose al  archivo de actuaciones en aplicación del 
principio de presunción de inocencia.

Dicha resolución, que fue notificada al recurrente en fecha 4 de noviembre de 
2015, según aviso de recibo que figura en el expediente.

SEGUNDO:  A.A.A. (en lo sucesivo el recurrente) ha presentado en esta Agencia, en 
fecha 11 de noviembre de 2015, recurso de reposición, fundamentándolo básicamente 
en idénticas alegaciones que las contenidas en su escrito de denuncia, y, en concreto, 
acompañando nuevas fotografías de la fachada del establecimiento (XXXX) denunciado, 
de las que deduce que en el mismo no se encuentran dispuestos los correspondientes 
carteles de aviso de “zona videovigilada”. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I

Es competente para resolver el presente recurso la Directora de la Agencia 
Española de Protección de Datos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116 de 
la  Ley 30/1992,  de 26 de noviembre,  de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (en lo sucesivo LRJPAC). 

II

En primer lugar, y en relación con las alegaciones contenidas en el recurso 
del  denunciante,  ahora  recurrente,  no  cabe  sino  reiterar  el  contenido  de  nuestra 
resolución de 30 de octubre  de 2015,  de acuerdo con cuyos  FUNDAMENTOS DE 
DERECHO:

“III

Hay  que  señalar  que  uno  de  los  sistemas de  cámaras  de 
videovigilancia objeto de denuncia  está ubicado  en (C/.....1)- SANTA 
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CRUZ DE TENERIFE. Este sistema de videovigilancia está compuesto 
por ocho (8) cámaras, de las cuales dos son exteriores ubicadas en la  
fachada, dos están ubicadas en la cubierta y cuatro están en el interior.  
Las cámaras instaladas en el exterior captan una parte imprescindible  
de  la  vía  pública,  pero    no  realizan  grabaciones   ya  que  no  están   
operativas. Las  grabaciones  se  conservan  por  un  periodo  nunca  
superior a 30 días. 

El  otro  sistema de  cámaras  al  que  se  refiere  la  denuncia  de  
videovigilancia objeto de denuncia  está ubicada en las dependencias 
del  XXXX, ubicada en  (C/.....2) - SANTA CRUZ DE TENERIFE.  Este 
sistema de  videovigilancia  está  compuesto  por  treinta  y  nueve  (39)  
cámaras, de las cuales dos son exteriores que captan parte de la vía  
pública,  dos exteriores que captan el interior de la parcela del Cabildo,  
y  el  resto son cámaras interiores.  En la  actualidad  las cámaras del  
exterior  no realizan grabaciones   ya  que están averiadas y  se  ha   
procedido  a  su desconexión.  Las  grabaciones se conservan por  un  
periodo de un mes. 

Con  relación  al  derecho  de  información,  el  denunciante  ha  
manifestado que  “el  XXXX ha tenido instaladas las videocámaras en  
sus  dependencias  careciendo  de  cartel  informativo  de  zona 
videovigilada”.  

Procede  analizar,  lo  dispuesto  por  el   artículo  5  de  la  Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre:

El artículo 5 de la LOPD dispone, en su apartado 1, lo siguiente:

  “Los interesados a los que se soliciten datos personales deberán ser  
previamente informados de modo expreso, preciso e inequívoco:

a) De la existencia de un fichero o tratamiento de datos de carácter  
personal, de la finalidad de la recogida de éstos y de los destinatarios  
de la información.

b) Del carácter obligatorio o facultativo de su respuesta a las preguntas  
que les sean planteadas.

c) De las consecuencias de la obtención de los datos o de la negativa a 
suministrarlos.

d) De la posibilidad de ejercitar los derechos de acceso, rectificación,  
cancelación y oposición.

e) De la identidad y dirección del responsable del tratamiento o, en su  
caso, de su representante”.

La obligación que impone el artículo 5 al responsable del fichero  
sirve para garantizar el derecho de información en la recogida de datos  
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que reconoce la LOPD a favor del afectado. 

En cuanto al modo en que haya de facilitarse dicha información  
en materia de videovigilancia, debe tenerse en cuenta el artículo 3 de la 
Instrucción 1/2006, que establece que:

 “Los  responsables  que  cuenten  con  sistemas  de  videovigilancia  
deberán cumplir con el deber de información previsto en el artículo 5 de 
la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre. A tal fin deberán:

a)  Colocar,  en  las  zonas  videovigiladas,  al  menos  un  distintivo 
informativo ubicado en lugar suficientemente visible, tanto en espacios  
abiertos como cerrados y

b) Tener a disposición de los/las interesados/as impresos en los que se  
detalle  la información prevista en el  artículo 5.1 de la  Ley Orgánica 
15/1999.

El  contenido  y  el  diseño  del  distintivo  informativo  se  ajustará  a  lo  
previsto en el Anexo de esta Instrucción.

“ANEXO- 

1. El distintivo informativo a que se refiere el artículo 3.a) de la presente  
Instrucción  deberá  de  incluir  una  referencia  a  la  «LEY ORGÁNICA 
15/1999,  DE PROTECCIÓN DE DATOS», incluirá una mención a la  
finalidad para la que se tratan los datos («ZONA VIDEOVIGILADA»), y  
una mención expresa a  la  identificación del  responsable  ante  quien 
puedan ejercitarse los derechos a los que se refieren los artículos 15 y  
siguientes  de la  Ley  Orgánica  15/1999,  de  Protección  de  Datos  de  
Carácter Personal.” 

Así pues y conforme a lo expuesto, el deber de información, en el  
supuesto examinado, exige el cumplimiento de las condiciones antes  
señaladas. 

Pues  bien,  en  relación  con  el  cumplimiento  del  deber  de  
información,  en  las  dependencias  del  XXXX –en  los  dos 
establecimientos a  los  que  se  refiere  la  denuncia,  según  se  ha  
constatado, se encuentran  instalados dichos carteles informativos,  
además disponen de formularios informativos. 

IV

En  relación  con  la  posible  captación   de  imágenes  de  la  vía  
pública,  con  los  sistemas  de  videovigilancia  que  se  encuentran  
instalados en las dos dependencias a las que se refiere la denuncia  
presentada contra el  XXXX,  hay que señalar  que para entender las  
especialidades  derivadas  del  tratamiento  de  las  imágenes  en  vía  
pública,  es preciso conocer la regulación que sobre esta materia se  
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contempla en el artículo 1 de la Ley Orgánica 4/1997, de 4 de agosto,  
por la que se regula la utilización de videocámaras por las Fuerzas y  
Cuerpos de Seguridad en lugares públicos que establece: “La presente  
Ley regula la utilización por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad  de 
videocámaras  para  grabar  imágenes  y  sonidos  en  lugares  públicos  
abiertos o cerrados,  y  su posterior  tratamiento,  a fin  de contribuir  a  
asegurar la convivencia ciudadana, la erradicación de la violencia y la  
utilización pacífica de las vías y espacios públicos, así como de prevenir  
la  comisión  de  delitos,  faltas  e  infracciones  relacionados  con  la  
seguridad pública”.

Este precepto es preciso ponerlo en relación con lo dispuesto en  
el artículo 3 e) de la Ley Orgánica 15/1999, donde se prevé que: “Se  
regirán  por  sus  disposiciones  específicas  y  por  lo  especialmente  
previsto, en su caso, por esta Ley Orgánica los siguientes tratamientos  
de datos personales:

e)  Los  procedentes  de  las  imágenes  y  sonidos  obtenidos 
mediante la utilización de videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de  
Seguridad, de conformidad con la legislación sobre la materia”.

En  virtud  de  todo  lo  expuesto,  podemos  destacar  que  la  
instalación  de  videocámaras  en  lugares  públicos  es  competencia  
exclusiva  de  las  Fuerzas  y  Cuerpos  de  Seguridad,  de  ahí  que  la  
legitimación para el tratamiento de dichas imágenes se complete en la  
Ley Orgánica 4/1997,  señalándose en su artículo 2.2, en lo que hace  
mención  a  su  ámbito  de  aplicación  que  “2.2.  Sin  perjuicio  de  las  
disposiciones específicas contenidas en la presente Ley, el tratamiento  
automatizado  de las imágenes y sonidos se regirá por lo dispuesto en 
la  Ley  Orgánica  5/1992,  de  29  de  octubre,  de  Regulación  del  
Tratamiento Automatizados de los Datos de Carácter Personal.”

Así,  en  los  demás  casos,  esto  es,  cuando  se  pretende  la  
captación/grabación de espacios ajenos a la vía pública, la legitimación 
para el uso de instalaciones de videovigilancia se ciñe a la protección  
de  entornos  privados.  La  prevención  del  delito  y  la  garantía  de  la  
seguridad en las vías públicas corresponden en exclusiva a las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

No obstante, en algunas ocasiones la protección de los espacios 
privados sólo es posible si las cámaras se ubican en espacios como las 
fachadas.  A  veces,  también  resulta  necesario  captar  los  accesos,  
puertas o entradas, de modo que aunque la cámara se encuentre en el  
interior del edificio, resulta imposible no registrar parte de lo que sucede  
en la  porción de vía pública que inevitablemente se capta.  Por otra  
parte, las videocámaras deberán orientarse de modo tal que su objeto  
de vigilancia principal sea el entorno privado y la captación de imágenes 
de la vía pública sea la mínima imprescindible. Así, el artículo 4.1 y 2 de 
la LOPD, garantiza el cumplimiento del principio de proporcionalidad en  
todo tratamiento de datos personales, cuando señala que:
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“1.  Los datos de carácter personal sólo se podrán recoger para  
su tratamiento, así como someterlos a dicho tratamiento, cuando sean  
adecuados, pertinentes y no excesivos en relación con el ámbito y las  
finalidades determinadas, explícitas y legítimas para las que se hayan  
obtenido.

2.   Los  datos  de carácter  personal  objeto  de tratamiento  no  
podrán usarse para finalidades incompatibles con aquellas para las que 
los datos hubieran sido recogidos. No se considerará incompatible el  
tratamiento  posterior  de  éstos  con  fines  históricos,  estadísticos  o 
científicos”.

En  este  sentido,  se  pronuncia  la  Instrucción  1/2006,  cuando  
señala en el artículo 4, lo siguiente: 

1. De conformidad con el artículo 4 de la Ley Orgánica 15/1999,  
de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, las  
imágenes sólo serán tratadas cuando sean adecuadas, pertinentes y no 
excesivas  en relación con el  ámbito  y  las  finalidades determinadas,  
legítimas  y  explicitas,  que  hayan  justificado  la  instalación  de  las  
cámaras o videocámaras.

2.   Sólo se considerará admisible la instalación de cámaras o  
videocámaras  cuando  la  finalidad  de  vigilancia  no  pueda  obtenerse  
mediante  otros  medios  que,  sin  exigir  esfuerzos desproporcionados,  
resulten menos intrusivos para la intimidad de las personas y para su  
derecho a la protección de datos de carácter personal.

3.     Las  cámaras  y  videocámaras  instaladas  en  espacios  
privados no podrán obtener imágenes de espacios públicos  salvo que  
resulte imprescindible para la finalidad de vigilancia que se pretende, o  
resulte imposible evitarlo por razón de la ubicación de aquéllas. En todo  
caso deberá evitarse cualquier tratamiento de datos innecesario para la  
finalidad perseguida”. 

Precisamente  la  redacción  del  artículo  4  de  la  Instrucción  
1/2006,  no viene sino a recoger el  principio de proporcionalidad del  
artículo  4  de  la  LOPD.  Quiere  ello  decir  que  si  las  cámaras  están  
instaladas en la entrada de un edificio, por el campo de visión de ésta  
podría captar un porcentaje reducido de la vía pública. 

Por otra parte, no debemos olvidar que el tratamiento de datos  
sin  consentimiento  constituye un límite  al  derecho fundamental  a  la  
protección  de  datos,  siendo  elementos  característicos  del  derecho 
fundamental  a  la  protección  de  datos  personales,  los  derechos  del  
afectado  a  consentir  sobre  la  recogida  y  tratamiento  de  sus  datos  
personales  y  a  saber  de  los  mismos.  Ambos  derechos  son 
independientes y complementarios, sin que la concurrencia de uno de  
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ellos pueda soslayar la exigencia del otro. 

De este modo, las previsiones del artículo 6 de la LOPD deben  
completarse con lo señalado -en su Sentencia de 24 de noviembre de  
2011- por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, que resuelve las  
cuestiones  prejudiciales  planteadas  por  el  Tribunal  Supremo  en  el  
marco de los recursos interpuestos por diversas asociaciones contra el  
Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, por el que se aprueba el  
Reglamento de desarrollo de la LOPD. A su vez, el marco normativo  
aplicable se ve afectado por las Sentencias del Tribunal Supremo, de 8  
de febrero de 2012, en virtud de las cuales se resuelven los citados  
recursos.

La  citada  Sentencia  del  Tribunal  de  Justicia  ha  declarado 
expresamente el efecto directo del artículo 7 f) de la Directiva 95/46/CE 
del Parlamento y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la  
Protección de las Personas Físicas en lo que respecta al tratamiento de  
datos personales y a la libre circulación de estos datos. 

Por  tanto,  el  mencionado  precepto  deberá  ser  tomado 
directamente en cuenta en la aplicación de la normativa de protección  
de  datos  de  carácter  personal  por  los  Estados  Miembros,  y,  en  
consecuencia, por las Autoridades de Control en materia de Protección  
de  Datos,  por  cuanto  según  señala  el  Tribunal  Supremo  en  su  
Sentencia  de  8  de  febrero  de  2012,  “produce  efectos  jurídicos  
inmediatos sin necesidad de normas nacionales para su aplicación, y  
que por ello puede hacerse valer ante las autoridades administrativas y  
judiciales cuando se observe su trasgresión”. 

Tal y como se recoge en la Sentencia del Tribunal de Justicia de  
la Unión Europea, en su apartado 38, el  artículo 7 f)  de la Directiva  
“establece  dos  requisitos  acumulativos  para  que  un  tratamiento  de  
datos personales sea lícito, a saber, por una parte, que ese tratamiento  
de  datos  personales  sea  necesario  para  la  satisfacción  del  interés  
legítimo perseguido por el responsable del tratamiento o por el tercero o  
terceros a los que se comuniquen los datos, y, por otra parte, que no  
prevalezcan los derechos y libertades fundamentales del interesado” y,  
en relación con la mencionada ponderación, el apartado 40 recuerda  
que la misma “dependerá, en principio, de las circunstancias concretas 
del  caso  particular  de  que  se  trate  y  en  cuyo  marco  la  persona  o  
institución  que  efectúe  la  ponderación  deberá  tener  en  cuenta  la  
importancia de los derechos que los artículos 7 y 8 de la Carta de los  
Derechos Fundamentales de la Unión Europea confieren al interesado”.

Por este motivo, la Sentencia señala en su apartado 46 que los 
Estados Miembros, a la hora de adaptar su ordenamiento jurídico a la  
Directiva 95/46,  deberán “procurar  basarse en una interpretación de 
ésta que les permita garantizar un justo equilibrio entre los distintos  
derechos y libertades fundamentales protegidos por  el  ordenamiento  
jurídico de la Unión”, por lo que, conforme a su apartado 47, “nada se  
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opone a que, en el ejercicio del margen de apreciación que les confiere  
el artículo 5 de la Directiva 95/46, los Estados miembros establezcan los 
principios que deben regir dicha ponderación”.

En consecuencia, para determinar si procede la aplicación del  
citado  precepto  al  tratamiento  de  imágenes  de  personas  físicas  
identificadas  o  identificables,  realizado  a  través  de  cámaras  y/o  
videocámaras, habrá de aplicarse la regla de ponderación prevista en 
el mismo. Esto es, será necesario valorar si en el supuesto concreto al  
que se refiere la denuncia existe un interés legítimo perseguido por el  
responsable del tratamiento o por el  tercero o terceros a los que se  
comuniquen los datos, que prevalezca sobre el interés o los derechos y  
libertades  fundamentales  del  interesado  que  requieran  protección  
conforme a lo dispuesto en el artículo 1 de la LOPD, según el cual “La  
presente Ley Orgánica tiene por objeto garantizar y proteger, en lo que  
concierne al tratamiento de los datos personales, las libertades públicas  
y los derechos fundamentales de las personas físicas, y especialmente  
de su honor e intimidad personal y familiar”.

Sin perjuicio del análisis detallado del supuesto que ahora se  
plantea,  es  lo  cierto  que  puede  concluirse  que  –actualmente-  la  
legitimación para el tratamiento de imágenes de personas identificadas  
o  identificables  mediante  cámaras  o  videocámaras,  y,  muy 
especialmente, en relación con el de los establecimientos abiertos al  
público,  se  encuentra  en  la  aplicación  del  citado  artículo  7.f)  de  la  
Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a la  
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de  
datos personales y a la libre circulación de estos datos.

En el presente caso consta acreditada la existencia de cámaras 
en el exterior de las dependencias del XXXX, sin embargo, según se ha 
expuesto,  las  cámaras  que  se  encuentran  en  el  exterior  no  se 
encuentran operativas por lo que no captan imágenes de la vía 
pública.”

III

En  relación  con  el  las  alegaciones  del  recurrente,  relativo  a  que  la 
desconexión del sistema de cámaras instaladas en el exterior del XXXX, lo cierto es que 
anterioridad a dicha desconexión el sistema se encontraba plenamente operativo. En 
relación con la carencia de carteles informativos de “zona videovigilada”,   según las 
manifestaciones anteriores por parte de la entidad denunciada,  disponen de carteles 
informativos ubicado en la puerta de acceso al local y en las distintas plantas del 
establecimiento. 

A lo anterior, que se circunscribe al ámbito estricto de la “prueba”, debe añadirse 
que, tal y como se señala en la resolución impugnada, las cámaras a las que se refiere 
la  denuncia,  y  el  presente  recurso  que  ahora  se  resuelve,  NO se  encuentran  en 
funcionamiento, de lo que se extrae –en consecuencia- la inaplicación de la normativa 
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de protección de datos de carácter personal -en tanto en cuanto las referidas cámaras 
no comiencen a funcionar-.

Ello  lleva,  de  suyo,  a  la  inaplicación  de  los  requisitos  establecidos  en  la 
normativa de protección de datos, también en lo relativo a la obligación de colocación de 
“carteles informativos” en los establecimientos presuntamente videovigilados. 

Vistos los preceptos citados y demás de general aplicación,

La Directora de la Agencia Española de Protección de Datos  RESUELVE:

PRIMERO: DESESTIMAR el  recurso de reposición interpuesto por  A.A.A. contra la 
resolución de esta Agencia dictada con fecha 30 de octubre de 2015, en el expediente 
de actuaciones previas de inspección E/00648/2015.

SEGUNDO: NOTIFICAR la presente resolución a A.A.A..

De conformidad con lo establecido en el apartado 2 del artículo 37 de la LOPD, 
en la redacción dada por el  artículo 82 de la Ley 62/2003,  de 30 de diciembre, de 
medidas fiscales,  administrativas y del  orden social,  la presente Resolución se hará 
pública,  una vez haya sido notificada a los interesados.  La publicación se realizará 
conforme a lo previsto en la Instrucción 1/2004,  de 22 de diciembre,  de la Agencia 
Española de Protección de Datos sobre publicación de sus Resoluciones y con arreglo a 
lo dispuesto en el artículo 116 del Real Decreto 1720/2007, de 21 diciembre, por el que 
se aprueba el reglamento de desarrollo de la LOPD.

Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente a la notificación de este acto 
según lo previsto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa, recurso contencioso administrativo ante la Sala 
de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional, con arreglo a lo dispuesto en 
el artículo 25 y en el apartado 5 de la disposición adicional cuarta del referido texto legal.

 
Mar España Martí
Directora de la Agencia Española de Protección de Datos 
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